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Fundamentos

La legislación vigente sobre tratamiento de datos personales y protección de la vida privada se
encuentra cuestionada en nuestro país hace muchos años. Es más, en esta Corporación es posible
encontrar prácticamente una cincuentena de proyectos para legislar al respecto. Sin embargo, y
sin la finalidad de obviar el tema de fondo cual es la lesión de los derechos fundamentales de
millones de chilenos como consecuencia de la forma en que se tratan los datos personales, tanto
por organismos públicos como por empresas privadas, es que hay una situación que es necesario
resolver inmediatamente y que no es objeto de discusión dogmática.

Es el caso que en la actualidad cerca de 4 millones de personas se encuentran en los registro del
DICOM  por  diversas  circunstancias  de  atrasos,  moras  o  incumplimientos  comerciales.
Lamentablemente un sistema que es indispensable para la adecuada marcha de la economía y
facilitar el acceso al crédito, a desviado el propósito para el cual fue creado: evaluar el riesgo en
el proceso de crédito.

Así, lo que se perseguía con la implementación de los sistemas de información comercial era que
las instituciones que participaban en el otorgamiento de crédito pudieran tener claridad respecto
al comportamiento de pago de una persona, de manera de poder anticipar su posible conducta en
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  y  con  ello  disminuir  el  riesgo  de  incobrabilidad.  Sin
embargo,  en  la  actualidad  dichos  registros  se  utilizan  con  finalidades  totalmente  diferentes,
habiéndose convertido en una práctica generalizada, por ejemplo, que para acceder a un trabajo se
consulte  el  DICOM del  postulante  y ello  influya en la  decisión de contratación.  Así,  hoy es
posible afirmar que esta práctica ha terminado por afectar el ingreso al mercado laboral de cerca
de un millón doscientas mil personas, o dicho en otros términos, hay un millón doscientos mil
compatriotas que no encuentran trabajo por el sólo hecho de estar en DICOM. Con ello se les
condena a la marginalidad y a la consolidación de un estado de insolvencia al no poder proveerse
de los recursos económicos que les permitan pagar sus deudas, iniciándose un círculo vicioso
donde no les dan trabajo por estar en DICOM y al mismo tiempo no salen de dicho registro por
no poder pagar sus deudas.

Lo anterior está conduciéndonos como Sociedad a un extremo de consecuencias sociales muy
graves. Hoy el certificado de DICOM actúa como elemento de limitación de acceso al trabajo,
acceso  a  la  salud  privada,  colegios  particulares  subvencionados,  fondos  de  fomento  al
emprendimiento y otras actividades del quehacer diario que, en la práctica empobrecen no sólo al
deudor directo,  sino a sus familiar  y condicionan el  futuro de sus niños(a)s.  Junto a ello,  es
posible advertir como diariamente al ser utilizados estos registros para finalidades diferentes a las
que  orientaron  su  creación,  en  definitiva  se  está  permitiendo  que  se  vulneren  los  derechos
fundamentales de nuestros nacionales, empobreciendo el desarrollo de nuestra Democracia al no
tener como Estado la capacidad de proteger a nuestros compatriotas y defender en el Siglo XXI la
plena vigencia de los derechos fundamentales.

Es por todo lo anterior, que a través de esta Proyecto de Ley lo que se busca es dar protección a
todos los chilenos y chilenas, de manera que sus datos personales se traten de cara a ellos, en el
marco  de  la  legislación  vigente,  con  pleno  respeto  de  los  principios  internacionalmente
reconocidos para el tratamiento de datos personales y lo que es más importante que los registros
que se han creado para evaluar el proceso de crédito sean utilizados para dicho fin y no para otro.
Así,  junto  con proteger  a  nuestros  nacionales  permitiremos  que  los  sistemas  de información
comercial  se  fortalezcan  y  legitimen  al  convertirse  en  una  fuente  de  oportunidades  para  las
personas, como lo es el acceso al crédito, pero sin que por ello se lesionen los derechos más
elementales de las mismas. 

En consideración a  los  fundamentos  expuestos  los  diputados  abajo  patrocinantes  venimos  en
proponer el siguiente proyecto de ley. Sobre  finalidad en el tratamiento de datos personales de
carácter económico, financiero, bancario o comercial.



PROYECTO

Artículo  1º.- Tratándose  del  tratamiento  de  datos  personales  de  carácter  económico,
financiero,  bancario o comercial  a que se refiere el  Título III  de la Ley 19.628 sobre
protección de la vida privada, deberá respetarse especialmente el principio de finalidad en
el tratamiento de datos personales, el que no puede ser otro que la  evaluación de riesgo
para el proceso de crédito.

Artículo 2º.- La comunicación de esta clase de datos sólo podrá efectuarse a entidades
reguladas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y que participen
de la evaluación de riesgo para el proceso de crédito y que hayan implementado para el
desarrollo de su actividad los principios señalados en el artículo 3°.

En caso que los datos sean comunicados, el cedente de los mismos será solidariamente
responsable por el inadecuado tratamiento de datos que haga el cesionario, salvo que entre
ellos se haya suscrito un convenio de transferencia de datos que regulen las condiciones
bajo  las  cuales  se  hace  la  transferencia  de  los  datos  y  se  establezca  el  régimen  de
responsabilidad que le cabe a cada uno de ellos, sin perjuicio de lo establecido en leyes
generales y/o especiales.

Artículo 3º.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales a que se
refiere esta Ley deberán en el desarrollo de su actividad implementar los principios de
legitimidad,  exactitud,  finalidad,  proporcionalidad,  transparencia,  no  discriminación  y
seguridad en el tratamiento de datos personales, cuestión que deberá ser considerado por
el  juez  como  un  antecedente  para  determinar  si  existió  la  debida  diligencia  en  el
tratamiento  de  datos  personales.  Será  el  responsable  del  registro  o  banco  de  datos
personales quien deberá demostrar la diligencia en el tratamiento de datos.

Artículo 4º.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales, a que se
refiere esta Ley, deberán designar un responsable del tratamiento de datos, de manera  que
los titulares de datos puedan acudir ante él para los efectos de hacer efectivos los derechos
que les reconoce la Ley 19.628 sobre protección de la vida privada.

Artículo 5º.- En caso que el titular de los datos personales requiera presentar información
contenida en los registros o bancos de datos a que se refiere esta ley para fines diferentes a
la  evaluación  de  riesgo  en  el  proceso  de  crédito,  podrá  solicitar  personalmente  al
responsable  de  éstos  una  certificación  para  fines  especiales,  el  que  deberá  entregarla
considerando únicamente las obligaciones vencidas y no pagadas que consten en él.

Para los efectos de esta ley se entenderá que el certificado para fines especiales es aquella
certificación que solicita el titular de los datos personales al responsable del registro o
banco de datos, para presentarlo específicamente en alguna institución que se lo requiere
para  realizar  un  trámite  o  gestión  determinada,  quedando  constancia  de  la  finalidad,
persona o institución a la cual se lo va a presentar.

Artículo  6°.- Modifíquese  la  Ley  19.628  sobre  protección  de  la  vida  privada  en  el
siguiente sentido: 

a).- Agréguese en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley 19.628 después del punto
final (.) la siguiente oración:

“, ni las obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial en cuanto

hayan sido repactadas y éstas  se encuentren con alguna modalidad pendiente”.

b).- Sustitúyase el inciso segundo del artículo 19 de la Ley 19.682 por el siguiente:



“Al  efectuarse  el  pago o  extinguirse  la  obligación  por  otro  modo en  que  intervenga

directamente el acreedor, éste avisará tal hecho, a más tardar dentro de las setenta y dos

horas siguientes, al responsable del registro o banco de datos accesible al público que en

su oportunidad comunicó el protesto o la morosidad, a fin de que consigne el nuevo dato

que corresponda, sin costo alguno para el deudor. El deudor podrá optar por requerir

directamente  la  modificación  al  banco  de  datos  y  liberar  del  cumplimiento  de  esa

obligación al acreedor que le entregue constancia suficiente del pago o extinción de la

obligación por otro medio; decisiones que deberá expresar por escrito”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.

Artículo  Primero Transitorio.- Los  responsables  de  los  registros  o  bancos  de  datos
personales que traten información de carácter económico, financiero, bancario o comercial
a que se refiere el Título III de la Ley 19.628 sobre protección de la vida privada no
podrán  comunicar  los  datos  relativos  a  dichas obligaciones  cuando se  hayan  hecho
exigibles antes del 18 de septiembre de 2010 y se encuentren impagas, siempre que el
total de obligaciones impagas del titular que comunique el registro o banco de datos a la
fecha  de  publicación  en  el  Diario  Oficial  de  esta  ley  sea  inferior  a  $2.500.000  por
concepto de capital, excluyendo intereses, reajustes o cualquier otro rubro.

En el caso del inciso anterior, tampoco podrá proporcionar información al titular de los
datos, no comunicarse el hecho de que éste haya sido beneficiado con esas disposiciones.


